
 
 
 
 
Ley 17930 de 19 de diciembre de 2005 
 
Artículo 67. Agrégase al artículo 63 del Decreto Ley N° 14294, de 31 de octubre de 1974, en la 
redacción dada por el artículo 5 de la Ley N° 17016 de 22 de octubre de 1998, los siguientes 
incisos: 
“Sin perjuicio de lo expresado, el Juez o el Tribunal en su caso, podrá disponer el decomiso aún 
durante la sustanciación del proceso y antes del dictado de la sentencia de condena, cuando los 
bienes, productos o instrumentos de que se trate fuesen, por su naturaleza, perecederos o 
susceptibles de deterioro que los torne inutilizables. Si en definitiva, el propietario de los mismos 
fuese eximido de responsabilidad en la causa, o cuando sean de aplicación los artículos 64 y 65 de 
esta Ley, el interesado podrá solicitar la reparación por parte del Estado por los daños y perjuicios 
resultantes del decomiso.No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, en cualquier etapa del 
proceso en la que el indagado o el imputado no fuera habido, se librará la orden de prisión 
respectiva, y transcurrido seis meses sin que haya variado la situación, caducará todo derecho que 
el mismo pueda tener sobre los bienes, productos o instrumentos que se hubieren cautelarmente 
incautado, operando la confiscación de pleno derecho procediéndose conforme al artículo 67 de la 
citada norma” 
 
 
Artículo 68. Sustitúyese el artículo 67 del Decreto Ley N° 14.294, de 31 de octubre de 1974, en la 
redacción dada por el artículo 5 de la Ley N° 17.016, de 22 de octubre de 1988, por el siguiente: 
“Artículo 67. Toda vez que se confisquen bienes, productos o instrumentos, conforme con lo 
dispuesto en la presente ley, que no deban ser destruidos ni resulten perjudiciales para la 
población, el Juez de la causa los pondrá a disposición de la Junta Nacional de Drogas, que tendrá 
la titularidad y disponibilidad de los mismos. Dicho organismo determinará el destino, pudiendo 
optar según las características de los bienes, productos o instrumentos por lo que sea más 
conveniente y oportuno al caso concreto: 
A) Retenerlos para uso oficial en los programas y proyectos a cargo de la misma.  
B) Transferir los mismos o el producido de su enajenación, a cualquier entidad pública que haya 
participado directa o indirectamente en su incautación o en la coordinación de programas de 
prevención o represión en materia de drogas.  
C) Transferir esos bienes, productos o instrumentos, el el producto de su venta, a cualquier entidad 
pública o privada dedicada a la prevención del uso indebido de drogas, el tratamiento, la 
rehabilitación y la reinserción social de los afectados por el consumo.  
La Secretaría Nacional de Drogas solicitará al Ministerio de Economía y Finanzas el refuerzo de los 
créditos presupuetales asignados, en función de las recaudaciones reales producidas por 
estosconceptos. Los refuerzos solicitados podrán tener destino tanto para gastos de 
funcionamiento como de inversión 
 


